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PUNTEO PARA LA AGENDA DE DISCUSIÓN (financiamiento educativo)

Alejandro Morduchowicz*
1. El gasto educativo provincial consolidado representa alrededor del 25% del gasto público provincial total. En términos del PBI, asciende a poco más del 3%. La primera es superior, incluso, a la cifra considerada estándar internacionalmente. La segunda, no. Esto se debe a la baja presión tributaria argentina.

2. Existe una marcada dispersión en el gasto por alumno entre las provincias. Dado que el 90% del gasto educativo se destina al gasto en personal docente, las brechas existentes se deben, básicamente, a las diferencias salariales y a la distribución y conformación de la oferta educativa.

3. La restricción presupuestaria es la predominante al momento de definir los niveles absolutos de los salarios. Por eso se observa mayor relación entre el gasto educativo y los recursos fiscales que entre aquél y el Producto Bruto provincial. Esto se debe al sesgo fuertemente redistributivo que tiene la coparticipación de impuestos nacionales.

4. La crisis exige un planteo económico diferente al enfoque tradicional sobre el financiamiento educativo en el país. Hasta ahora el reclamo ha girado sobre el eje del incremento de los recursos (por ejemplo, duplicación del gasto educativo, objetivo del 6% del PBI) sin formular una estrategia o contenido programático del destino de ese eventual mayor dinero. Por supuesto, esto no significa renunciar al objetivo del aumento de los recursos para el sector –de eso se trata este documento-; pero el objetivo, como ha sido formulado hasta el presente ha sido de imposible cumplimiento y, por lo tanto, un fracaso.

En forma más directa, la discusión debe incluir el tema de las necesidades de gasto educativo. De otro modo es un planteo en abstracto: magnitud de recursos para financiar qué? En este sentido, el escenario actual permite subdividir la agenda en varios puntos (a los efectos de lo que sigue, el desarrollo pareciera ser temporal; pero en la práctica esto no es ni debe ser así):

a) Sostenimiento del servicio tal cual se presta en la actualidad;

b) Ampliación de la cobertura escolar;

c) Mejora de la calidad;

d) Recomposición del nivel salarial docente;

e) Sustentabilidad de los puntos b) a d).

a) Sostenimiento del servicio tal cual se presta en la actualidad:
Algunas provincias enfrentan el problema del retraso en el pago de sus nóminas salariales docentes. Derivado de esto se presentan los conflictos cuyo efecto inmediato y visible es la disminución en la cantidad de días de clase y cuya consecuencia mediata y sustancial es la menor calidad.

Sin la resolución de este punto, el tratamiento de los demás temas es pura retórica de política pública. La salida de largo plazo se encontraría en el financiamiento en general de las provincias (Coparticipación Federal de Impuestos) y los usos de esos recursos (por qué las provincias beneficiarias de la redistribución son las que mayores problemas enfrentan?, cuál es el control que se ejerce sobre los usos de esa redistribución?, cómo solucionar los problemas estructurales de, precisamente, esas provincias?, etc.). En el corto plazo, la propuesta del fondo fiduciario para financiar las nóminas salariales provinciales pareciera la más adecuada y novedosa (y eficaz en la medida que las provincias devuelvan a lo largo del mes las remesas recibidas).

b) Ampliación de la cobertura escolar:

Éste es un típico problema de mediano plazo. La mayor cantidad de docentes y la consecuente necesidad de recursos para financiar esa planta se encuentra asociada, generalmente, al crecimiento vegetativo de la matrícula y al incremento efectivo de la tasa de escolarización. 

En el comportamiento del gasto educativo se observa que hay mayor predisposición (o menores conflictos) para incrementar el presupuesto sectorial cuando se trata de aumentos en la cantidad de docentes (sin mayores problemas, las tres causas últimas que explican el gasto educativo -evolución y cantidad de la matrícula, organización escolar y programas curriculares- encuentran su financiamiento). La experiencia indicaría que la dificultad proviene cuando se discute el incremento salarial y la implementación de programas o reformas (volveremos sobre esto más abajo). Pero hay preferencia por la ampliación de la oferta que por esa recomposición, etc.

De ninguna manera esto significa que el aumento de los docentes para cubrir la mayor cantidad de alumnos se produce sin fricciones y conflictos con las Secretarías de Hacienda. Pero, en los hechos, el incremento de cargos se verifica. 

Esta inercia debería comenzar a modificarse. Más allá de los problemas de localización geográfica de los establecimientos (zonas rurales), la evidencia indica que es posible reordenar la oferta y absorber parte o la totalidad del aumento de la matrícula, según el caso.

En el análisis de las necesidades, habría que estudiar cuán ineficiente es el gasto actual en: a) materia de organización escolar y, b) cuestiones administrativas (v.g. licencias, incompatibilidades, liquidaciones salariales mal efectuadas).
 Pero los sectores (políticos) educativos provinciales no son proclives a la discusión de los posibles excedentes de personal docente. Esto es posible porque el costo de enfrentar a las Secretarías de Hacienda para obtener mayores recursos es menor que el de enfrentar a los propios docentes y sus representantes gremiales para reordenar la oferta. Debido a esto último, las dificultades parecieran acentuarse porque los docentes nombrados ya se encuentran trabajando. En un contexto de crisis correspondería, naturalmente, rever esta falsa percepción sobre los verdaderos costos sociales de una y otra estrategia. Más aún si se considera que el crecimiento de la demanda permitiría la reubicación de los docentes excedentes.

En forma paralela, si se planteara una política activa de incremento de la cobertura escolar (por ejemplo, de obligatoriedad de la enseñanza secundaria), los recursos de eficientización de la oferta probablemente resulten insuficientes. Dado que esto se verificaría en forma gradual, se debería lograr un compromiso por vía legal de incremento paulatino de los recursos destinados a dar cumplimiento a esa política: esto facilitaría la elaboración y las negociaciones correspondientes del presupuesto educativo. En la medida que no se está aludiendo a una inyección de fondos repentina, no se visualiza como inviable financieramente un camino como el sugerido.

Cabe señalar que dado que la población en edad escolar que no se encuentra cubierta proviene de sectores socioeconómicamente desfavorecidos y de bajas condiciones de educabilidad, el aumento de recursos debería ser mayor que el del costo (del alumno) promedio actual. En función de esto, deberían considerarse las mayores necesidades de recursos de implementar políticas activas de atracción y retención escolar: becas, comedores escolares, transporte (en los casos de escasez de infraestructura edilicia en el corto plazo), etc.

c) Mejora de la calidad:

El financiamiento de las acciones que atiendan la mejora en la calidad educativa (más allá de la polisemia del término) es dependiente de la política educativa propiamente dicha que se defina a esos efectos. En tal sentido no es posible, a priori, estimar la magnitud de recursos que implicaría una línea de este tipo. No obstante, si se considera que los recursos que se han destinado a este fin en la última década fueron prácticamente inexistentes (en términos de los recursos totales que se asignan al sector), aún porcentajes pequeños del presupuesto total -en la medida que fueran tendencialmente crecientes-  deberían comenzar a marcar una diferencia respecto de la situación actual. 

d) Recomposición del nivel salarial docente:

Esta discusión debería abordar diferentes aspectos simultáneamente: carrera profesional, organización escolar y beneficios supletorios (licencias, etc.). En los noventa se intentó avanzar con cada uno de ellos por separado sin resultados de ningún tipo. Discutir el aumento salarial sin los otros elementos continuaría consistiendo en aportar soluciones coyunturales (e insatisfactorias para todas las partes) a problemas estructurales. 

Respecto del nivel absoluto de los salarios, debería propenderse a la convergencia provincial con la sola excepción de aquellos casos en que el costo de vida exige la existencia de una brecha.

Desde la perspectiva del financiamiento educativo, la recomposición salarial (más allá de la disminución de las brechas provinciales) se presenta como el problema de más difícil resolución por la magnitud de recursos involucrados (mayor, incluso, a los que resultarían de los ítem comentados más arriba). Sin una inyección de fondos y el compromiso efectivo de las autoridades provinciales a destinarlos a solventar un eventual incremento, no parece factible ese aumento. Probablemente, la inclusión de esta cuestión en la agenda junto a otras señaladas en este mismo punto (v.g. carrera profesional) y a la eficientización de la oferta educativa facilite la discusión de este tema.

5. Frente a la crisis del financiamiento educativo suelen desarrollarse propuestas que, a pesar de presentárselas como tal, se encuentran lejos de constituir una solución. Quizás, una de las que más se ha insistido en los últimos años sea la que se refiere a la mercantilización educativa (v.g. voucher). Sobre el particular cabe formular dos reparos: En primer lugar, en esencia, se trata de la reasignación de los recursos existentes y no de una adición efectiva de dinero al presupuesto educativo. En segundo lugar, su contribución a la equidad no sólo no se encuentra probada sino que, lejos de eso, podría acentuar los problemas de inequidad existentes.

Otro tipo de propuestas que ha resultado inefectiva, aunque atractiva, ha sido la afectación de recursos a la educación. La experiencia de la década del noventa en el país ha mostrado que, como estrategia, no logró resolver ningún problema y sólo constituyó una fuga hacia el futuro de los problemas vigentes. Un impuesto específico no reemplaza un acuerdo y compromiso de partes y, en el mejor de los casos, sólo debería considerarse la afectación de una porción para financiar, también una parte, de las estrategias de mejora de calidad y equidad que se planteen como política pública en educación.

6. En los distintos puntos esbozados en este documento se encuentra subyacente la atención de la equidad. Ésta no se ha planteado explícitamente ya que, en la medida que se encare una estrategia tendiente a dar solución a cada uno de ellos, se estará encarando la resolución de aquélla. 

Una estrategia de financiamiento de la educación que contemple: a) el aumento de la cobertura escolar, b) la mejora en la calidad educativa de la escuela pública (a la que asiste, mayoritariamente, población proveniente de estratos socioeconómicos y culturalmente desfavorecidos), c) el pago en término de la nómina salarial docente y, por lo tanto, la disminución (y desaparición) de los días de clase caídos como consecuencia de las demoras en el cobro y, d) el incremento del salario que permita atraer y retener a los de mejores docentes, no constituye otra cosa que una estrategia de financiamiento y asignación de recursos con equidad de la educación.
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Las ideas y opiniones vertidas son propias del autor y no representan necesariamente los puntos de vista de las instituciones en las que se desempeña.


� Naturalmente, si los recursos adicionales por potenciales ahorros no fueran reinvertidos en el sector (en el sentido de aplicarlos a otros usos que no fueran la contratación de nuevos docentes que, de todos modos, tendrían lugar), esos reordenamientos sólo serían funcionales para el ajuste pero no para una transformación.





